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1. Introducción

La reforma constitucional de 2005
 reemplazó el antiguo artículo 50 N.° 1 de la Constitución por el que ahora ha pasado a ser el artículo 54 N.° 1
, reformulando el proceso de incorporación de los tratados internacionales al orden jurídico chileno.  

En efecto, el texto del artículo 50 N.° 1 de la Constitución, cuyo origen se remontaba a la Constitución de 1828
, dejaba muchas dudas sin responder como, por ejemplo, respecto al quórum de aprobación por parte del Congreso Nacional de los tratados internacionales que versaran sobre materias que de acuerdo a la Constitución eran propias de ley orgánica constitucional o de ley de quórum calificado; a la posición jerárquica que normativamente ocupaban los tratados internacionales en relación a las leyes dentro del ordenamiento jurídico chileno; a la posibilidad de que el Presidente de la República celebrase tratados sobre materias que estaban comprendidas dentro del ejercicio de su potestad reglamentaria; y al alcance de la expresión “se someterá a los trámites de una ley” y su efectiva aplicación al proceso de aprobación de los tratados.

Con todo, el tema de fondo que estaba en el centro de la discusión política y constitucional era el rol que correspondía el Congreso Nacional en el proceso de aprobación de un tratado internacional, en el sentido de si su papel debía limitarse a aprobar o rechazar los tratados internacionales que le enviara el Presidente de la República antes de su ratificación, o si debía detentar un rol más activo, considerando que el Derecho Internacional actual produce también normas jurídicas que son de aplicación inmediata a las personas, similares a las que en el plano interno derivan del proceso legislativo.

En este sentido, habíamos abogado en conferencias y escritos académicos por una revisión de esta normativa y por su consecuente modernización mediante una mayor participación del Congreso Nacional en la materia
. Ello, pues el Derecho Internacional actualmente penetra y modifica la legislación nacional, y genera de esta manera derechos y obligaciones para las personas naturales y jurídicas, sin que le quepa al Congreso Nacional una función participativa real, salvo la de aprobar o rechazar el proyecto de acuerdo presentado por el Presidente de la República.  

El presente trabajo expone la génesis del nuevo artículo 54, N° 1 de la Constitución, y busca así comprender la finalidad buscada con esta nueva disposición. 
II. La tramitación del nuevo artículo 54 N.° 1 de la Constitución ante el Senado

1. El debate parlamentario  hasta el Primer Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado

La reforma constitucional del año 2005 nació principalmente de dos mociones parlamentarias paralelas, la primera de los senadores de la oposición Andrés Chadwick, Sergio Díez, Hernán Larraín y Sergio Romero, y la segunda correspondiente a los senadores de gobierno Sergio Bitar, Juan Hamilton, Enrique Silva Cimma y José Antonio Viera-Gallo, que se tramitaron conjuntamente, con la participación del Ejecutivo, y que culminaron en un acuerdo entre los partidos representados en el Congreso Nacional y el Ejecutivo, siendo ambos proyectos refundidos en uno solo por el Senado.
 Además de las mociones nombradas, hubo otras presentadas por algunos Senadores que proponían modificaciones a la norma en estudio.
 

Mientras que los senadores de gobierno no proponían reforma alguna al artículo 50, N° 1 de la Ley Fundamental, los de oposición limitaban la facultad presidencial de firmar “ los tratados que acepten jurisdicción internacional o que modifiquen materias reguladas por la Constitución.... si previamente no se han reformado las normas constitucionales pertinentes o autorizado específicamente la entrega de jurisdicción”, como al igual la posibilidad de celebrar acuerdos en el campo de su potestad reglamentaria o de ejecución de un tratado anterior sobre materias limítrofes de cualquier tipo como de recursos naturales, aguas y el espacio, sin previa aprobación del Congreso. De igual forma restringían la facultad presidencial de aceptar arbitrajes internacionales.
  La proposición de estas limitaciones estaban fuertemente vinculadas a las contingencias políticas internacionales que habían tenido lugar con anterioridad, como era la pérdida total de zona sometida a arbitraje en el caso de la contienda sobre Laguna del Desierto en Aysén, los acuerdos demarcatorios con Argentina y la situación de Campo de Hielo Sur, y la contienda con Bolivia, sobre el carácter internacional del Río Silala.

En una primera discusión en particular sobre las mociones presentadas en lo relativo al antiguo artículo 50, N° 1 de la Constitución, la Comisión consideró algunos antecedentes de Derecho comparado, tales como las atribuciones del Parlamento en la materia, y la posibilidad de modificar la Constitución mediante un tratado. En cuanto al primer tema, la mayoría de las Constituciones estudiadas facultaban al Parlamento para aprobar los tratados internacionales, o bien para que éste autorizara al Presidente de la República a celebrarlos, pero en ningún caso mencionaba el procedimiento o los quórum de aprobación. En cuanto a la posibilidad de modificar la Constitución mediante un tratado, se presentaban diversas variantes, tales como que los tratados estaban sobre la Constitución, o que primero se debía modificar la Constitución y luego aceptar el tratado, o bien, aprobar el tratado con el quórum exigido para modificar la Carta Magna.

Para ilustrarse sobre el tema, la Comisión escuchó la opinión de los profesores Santiago Benadava, Eduardo Vío y Walter Sánchez. Estos especialistas coincidieron en que las modificaciones propuestas limitaban en exceso las facultades del Presidente de la República, lo cual haría más dificultoso las negociaciones internacionales. Además señalaron, que el arbitraje se encontraba fuera de la naturaleza de las funciones del Congreso Nacional, por lo que debía estar fuera de sus atribuciones. Por último, concordaron en la redacción poco clara del texto de reforma de la oposición y la falta de precisión en alguno de los términos utilizados, como “fronteras” y “recursos naturales”.

Por su parte, la señora Ministra de  Relaciones Exteriores Soledad Alvear hizo una relación de las materias no consideradas en los proyectos anteriores, que, a su juicio, sí podrían incluirse. Mencionó a este respecto, tres órdenes de asuntos: regular constitucionalmente la derogación o modificación de un tratado; normar la posibilidad de que el Presidente de la República pusiera en vigor, sin previo acuerdo del Congreso Nacional, tratados celebrados en ejecución de una ley o que versasen sobre materias propias de su potestad reglamentaria, y reglamentar la promulgación y publicación de un tratado internacional.


Al debatir la Comisión las modificaciones propuestas, quienes argumentaron a favor de ellas señalaron como razones el hecho de impedir que un tratado aprobado con quórum simple, pudiera cuestionar la supremacía constitucional; que los temas relativos a los límites y a los recursos naturales requerían la pronunciación del Parlamento, porque las determinaciones que se adoptaren eran irreversibles y, por último, que uno de los principales objetivos de la reforma era definir el rol del Parlamento en materia de aprobación de los tratados, debido a la importancia que éstos habían adquirido como fuente del Derecho. 


Por su parte, quienes las rechazaban indicaron como argumentos la ambigüedad en la redacción del tema referido a la aceptación de la jurisdicción internacional; la falta de precisión del término “recursos naturales” y que nuestra Carta Fundamental ya indicaba los órganos encargados de controlar el cumplimiento de sus normas y las leyes, siendo tales el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República.

Finalizadas las deliberaciones, por unanimidad la Comisión resolvió no introducir enmiendas en la Carta Fundamental en la materia en análisis. Con todo, en relación a la propuesta referida a los tratados que modificaren las materias reguladas por la Constitución, se acordó dejar constancia que la Comisión confirmaba el criterio ya definido en un informe evacuado en el año 1993, en el cual, respondiendo a una consulta de la Sala señaló, coincidiendo con lo sostenido por el Tribunal Constitucional en la sentencia de fecha 21 de diciembre de 1987, que no procedía enmendar la Constitución por la vía de un tratado internacional.

2. El proyecto de reforma Chadwick-Romero

Durante el período fijado para ello se presentaron tres indicaciones diversas a la norma en estudio, entre ellas la moción formulada por el Senador Sergio Romero, que contó con el patrocinio del Senador Andrés Chadwick,
 y en la que participaron los equipos técnicos del Instituto Libertad. La indicación Chadwick-Romero planteó una reforma sustancial del procedimiento de incorporación de los tratados al derecho interno, recogiendo las sugerencias que sobre dicha materia habíamos hecho presente en forma reiterada  en los foros universitarios y publicaciones académicas. 

Los principales objetivos que perseguía la indicación Chadwick-Romero era robustecer el papel del Congreso Nacional como órgano depositario de la soberanía popular en el proceso de celebración y terminación de los tratados internacionales; adecuar el ordenamiento constitucional a los nuevos desarrollos que ha experimentado el Derecho Internacional, en particular, en materia de creación de organizaciones y jurisdicciones de carácter internacional; suprimir los vacíos que la Constitución de 1980 presentaba, sin perjuicio de la importante labor que en la materia había cumplido el Tribunal Constitucional con su jurisprudencia; fortalecer el principio de la supremacía constitucional en la materia, robusteciendo la función del Tribunal Constitucional; establecer la primacía de las normas de los tratados internacionales sobre las leyes y otras normas de menor jerarquía; y consagrar un procedimiento de aprobación de los tratados que considerara la dinámica de las relaciones internacionales contemporáneas.
    

El texto que se proponía del artículo 50 N.° 1 de la Constitución
 confería bastantes atribuciones y una importante participación en el proceso de celebración de un tratado internacional al Congreso Nacional, cercenando potestades que hasta ese momento estaban conferidas exclusivamente al Ejecutivo. Así, por ejemplo, se contemplaba que en el acuerdo aprobatorio de un tratado, el Congreso, y siempre que ellas procedieran de conformidad con el Derecho Internacional, podía requerir la formulación o retiro de reservas y/o declaraciones interpretativas, sin las cuales el Presidente de la República no podría ratificar o adherir al tratado, con lo cual se dejaba desprovisto al Ejecutivo de una parte importante de su capacidad negociadora en materia internacional. Se establecía también que para la denuncia de los tratados, y la formulación o retiro de reservas, se utilizaría el mismo procedimiento previsto para su aprobación, lo que en la práctica significaba requerir también la aprobación del Congreso Nacional. Indicaba igualmente que los tratados que afectasen o limitasen la soberanía territorial del Estado o que delegaren competencias soberanas en organismos internacionales o supranacionales requerirían para su aprobación el quórum de ley orgánica constitucional, no pudiendo, con todo, aprobarse un tratado que exigiera reforma constitucional sin que antes hubiera entrado en vigor dicha reforma, con lo cual se quería dejar en claro la posición jerárquica normativa de los tratados internacionales frente a la Constitución, cuestión ya zanjada por el Tribunal Constitucional.
 

3. El proyecto inicial del Ejecutivo
Frente al nuevo escenario que generó el proyecto Chadwick-Romero, el gobierno reaccionó abriéndose a buscar una propuesta de consenso, para lo cual presentó una indicación sustitutiva del artículo 50, N° 1 de la Constitución que si bien conllevaba un avance sustancial en la materia, rechazaba todavía un rol más relevante del Congreso Nacional en el proceso de incorporación de los tratados en el orden interno. 
 

Al respecto, la Ministra de Relaciones Exteriores Soledad Alvear Valenzuela, señaló que era indispensable mantener el sistema concentrado de decisiones entonces vigentes para resolver con rapidez la adopción de acuerdos y contar con una capacidad de negociación rápida y confiable, mediante una adecuada articulación de intereses.
 Sostuvo, en resumen, que el Ejecutivo no se manifestaba de acuerdo con ceder atribuciones al Congreso Nacional que le restarían capacidad negociadora frente a los otros Estados, no obstante lo cual creía que, sin sacrificar ninguno de los principios antes expuestos, era posible convenir algunas mejoras constitucionales que, perfeccionando nuestros mecanismos de manejo de las relaciones exteriores, no transgredieran el diseño institucional en su conjunto, que se había mostrado, hasta ahora, extremadamente exitoso.
 

Luego indicó que en el proyecto del Ejecutivo había propuestas coincidentes con el proyecto del Congreso, otras en que existían diferencias, y algunos elementos nuevos no contemplados en el proyecto del Congreso.

Entre las primeras se encontraba la idea de que los tratados que versasen sobre materias incluidas en la potestad reglamentaria del Presidente de la República no debían requerir la aprobación del Congreso; la de establecer que los tratados internacionales que recaían sobre materias que de acuerdo con la Constitución eran propias de ley orgánica constitucional o ley de quórum calificado, debían ser aprobados con el quórum respectivo; la de mantener la norma que establece que las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para la ejecución de un tratado en vigor no requerirían de nueva aprobación parlamentaria, a menos que se trate de materias propias de ley; así como las normas vigentes sobre delegación de facultades por el Congreso Nacional al Ejecutivo, que permiten que el órgano legislativo, en el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado, autorice al Presidente de la República para que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del que en ese entonces era el artículo 61 de la Constitución, actual 64; y el planteamiento de que las disposiciones de un tratado sólo podían ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.
  

  
Las propuestas del Ejecutivo discrepantes con el proyecto Chadwick-Romero decían relación con conferir al Congreso la facultad de requerir al Presidente de la República la formulación de reservas y declaraciones interpretativas, sin las cuales el Jefe de Estado no podría ratificar o adherir al tratado, prefiriendo el Ejecutivo mantenerlos en su esfera de atribuciones, como conductor de las relaciones exteriores, precisando no obstante que tratándose del retiro de reservas que hubiera tenido a la vista el Congreso Nacional al momento de aprobar el tratado internacional, el Ejecutivo se encontraba abierto a considerar que se requiriera un informe previo del Congreso, el que debería evacuarse dentro de determinado plazo, que podría ser de treinta días. Igualmente se consideraba inadecuada la idea de que la aprobación de un tratado internacional que requiriera reforma constitucional no pudiera efectuarse mientras no entrara en vigor esta última, ya que no siempre resultaba evidente cuándo se estaba en presencia de un tratado internacional de esta naturaleza, siendo en todo caso un tema que siempre quedaría entregado a la interpretación jurídica, existiendo un mecanismo constitucional para plantear y resolver dichas materias, cual es el requerimiento ante el Tribunal Constitucional establecido en la Carta Fundamental.  La Ministra de Relaciones Exteriores señaló además su preocupación porque la redacción propuesta por el Congreso pudiese significar un retroceso respecto de las normas relativas a derechos humanos contenidas en tratados internacionales, a las cuales se les habría reconocido valor constitucional a partir del contenido del artículo 5º, inciso 2º, de la Constitución. El Ejecutivo igualmente cuestionó exigir el acuerdo previo del Congreso para efectuar la denuncia o retiro de un tratado por parte del Presidente de la República, ya que si la facultad se ejerciera en forma compartida se podría desvirtuar su finalidad, indicando que en materia de tratados el Parlamento no colegislaba, sino que su intervención simplemente habilita al Presidente de la República para comprometer internacionalmente al Estado. Por último, no compartió la idea que establecía quórum especiales para tratados que versasen sobre materias que de acuerdo con la Constitución debían ser materia de ley orgánica constitucional o ley de quórum calificado, porque rigidizaría aún más la aprobación de tratados internacionales.
 Las materias no contenidas en la propuesta parlamentaria en análisis, que en opinión del Ejecutivo deberían considerarse, eran dar la debida publicidad a hechos fundamentales del tratado, tales como son su entrada en vigor, la formulación o retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva, la denuncia, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad de un tratado, todo ello como una norma de certeza jurídica indispensable en el mundo de hoy. 

El Ejecutivo igualmente señaló la necesidad de contar con una norma transitoria que, para el caso de que se aplicaran a los tratados los quórum calificados y de ley orgánica constitucional, según la materia sobre que versasen, resolviera la situación de los acuerdos internacionales aprobados con anterioridad a la entrada en vigor de la reforma que no habían sido aprobados con dicho quórum, señalando que se entendería que cumplían estos requisitos. 

Argumentó la Ministra de Relaciones Exteriores la conveniencia de precisar que la aprobación de los tratados por parte del Congreso se sometía a los trámites de una ley, en lo que corresponda o en lo que sea pertinente, ya que evidentemente había pasos o etapas en el proceso de formación de la ley contemplado en la Constitución que no eran aplicables a los tratados, como los vetos, la formación de comisiones mixtas, y las indicaciones, ya que el parlamento debía aprobar o rechazar en bloque el tratado, por lo que la norma señalaría que sólo son aplicables las normas del citado epígrafe que eran compatibles con la especial naturaleza de estos instrumentos internacionales.
                

4. La discusión parlamentaria y la aprobación del proyecto de consenso en  el Senado

Ante la negativa inicial del Ejecutivo de acceder a una participación más activa del Congreso Nacional en el proceso de aprobación de los tratados, el Senador Sergio Romero solicitó a la Comisión de Relaciones Exteriores del Instituto Libertad, dirigida por los profesores Teodoro Ribera Neumann y Hernán Salinas Burgos, que emitiera un informe al respecto, que se entregó con posterioridad al Gobierno. 

En primer lugar, el Informe señaló que la propuesta del Ejecutivo no implicaba un avance real en el control y participación del Congreso Nacional en las obligaciones internacionales que asumía el Presidente de la República en nombre del Estado de Chile y que generaban importantes efectos jurídicos para las personas. Ello, por cuanto la propuesta del Ejecutivo únicamente expresaba coincidencia en aquellas materias que preservaban o incrementaban las atribuciones presidenciales en materia internacional, pero no en las que buscaban establecer un mayor equilibrio entre el Presidente de la República y el Congreso Nacional. Indicó también que en lo que se refiere al quórum de aprobación de los tratados no existía mayor disposición de parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, ya que la propuesta parlamentaria solamente era el reflejo de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional consignada en la sentencia formulada en el caso Rol N° 309 sobre aprobación del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, que no cabía más que acoger. Concluyen señalando que el objetivo general de la propuesta parlamentaria era el de establecer el debido resguardo en los compromisos internacionales que asume el Estado de Chile, así como de las normas internacionales que se aplican como preceptos legislativos en el plano interno.

En cuanto a las discrepancias formuladas por el Ejecutivo a la propuesta parlamentaria de los senadores Romero y Chadwick en lo que dice relación con el papel del Congreso Nacional en la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado, se sostuvo que si bien esto escapaba de la práctica constitucional chilena, existían precedentes en el pasado de que ello se había realizado por el Poder Legislativo cuando se estimó conveniente
, y que en la práctica la formulación reservas en tratados multilaterales en nada afectaría la capacidad negociadora del Presidente de la República, ya que éstas se formulan concluida la negociación, al momento de ratificar. La instauración de esta práctica como norma sólo facilitaría la aprobación de los tratados por el Congreso Nacional.

Por otro lado, el Informe acotó que no era posible seguir considerando propio de un Estado de Derecho que el Ejecutivo modificara mediante un simple acto administrativo, que es como se manifiesta la reserva, el alcance internacional y nacional de un tratado, sin considerar al mismo Congreso Nacional que lo autorizó previamente, debiendo en su opinión buscarse una norma que obligara al Presidente de la República a contar igualmente con la autorización habilitante del órgano legislativo, ya que de lo contrario la autorización de éste en virtud del que en ese entonces era el artículo 50 Nº 1 carecía de sentido.

Luego, en cuanto al retiro de reservas, los profesores consideraron absolutamente insuficiente la proposición de la señora Ministra de Relaciones Exteriores y que en nada permitía mejorar la situación anómala antes expresada, ya que en su opinión no se veía qué trascendencia podía tener la autorización habilitante que el Congreso Nacional pudiera otorgarle al Presidente de la República antes de la ratificación de un tratado que recae sobre materia de ley, si el mismo Presidente modificaba luego, sin requerir autorización alguna, su ámbito de vigencia nacional e internacional, sosteniendo que el Presidente no debía poder retirar reservas ni formularlas sin autorización previa del Congreso Nacional.

En lo que respecta a los tratados que exigían reforma constitucional y la prevalencia de los tratados sobre las leyes, lamentaron que el Ministerio de Relaciones Exteriores siguiera sosteniendo una tesis jurídica que desconocía la jurisprudencia constitucional emanada del Tribunal Constitucional a propósito del requerimiento presentado en contra del Tratado de la Corte Penal Internacional, donde este órgano jurisdiccional rechazó la preeminencia de este tipo de tratados respecto de la Constitución.

Respecto del papel del Congreso Nacional en la denuncia o retiro de un tratado, señalaron que la propuesta de los Senadores Chadwick-Romero era plenamente consecuente con la necesidad de que exista coherencia entre los actos que el Presidente de la República por ley debe someter a la aprobación del Congreso Nacional, porque, por ejemplo, ¿cómo iba a ser lógico que bastara la sola decisión presidencial para que el Estado de Chile dejara de pertenecer a la Organización de las Naciones Unidas?                            

Finalmente, en lo que dice relación con establecer quórum especiales para cierto tipo de tratados, consignaron que la postura del Ejecutivo, expuesta a través de la Ministra de Relaciones Exteriores, resultaba incomprensible, ya que lo que hacía la propuesta parlamentaria de los senadores Chadwick y Romero sólo flexibilizaba la actual jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que tras la sentencia del Tratado de Roma, sobre la Corte Penal Internacional conllevaba necesariamente una reforma constitucional en los casos en que se transfiera soberanía a organismos supranacionales. 

Consideraron, en general, que la propuesta del Ejecutivo no constituía un avance significativo en esta materia y mantenía el desequilibrio entre las facultades del Presidente de la República y el Congreso Nacional, y dado que existiría coincidencia en el Ministerio de Relaciones Exteriores en cuanto a que esta sentencia estableció serias limitaciones para traspasar todo tipo de soberanía a organismos internacionales, urgiría una reforma constitucional que permitiera establecer un mayor equilibrio entre el Presidente de la República y el Congreso Nacional.

En resumen, la Comisión de Relaciones Exteriores del Instituto Libertad no  visualizaba en el proyecto del Ejecutivo una flexibilidad real para modificar una regulación constitucional que tenía su origen en la Constitución de 1828.        

Durante la discusión en la Sala del Senado, hubo temas ampliamente debatidos, como la superioridad de la Constitución respecto de un tratado, y las posibles soluciones estudiadas para el caso en que un tratado la modifique. Salvo algunos, la mayoría de los Senadores coincidieron en la necesidad de establecer los quórum de aprobación de un tratado, según la materia de éste, para evitar así, aprobar normas de rango constitucional con un quórum inferior.  Para facilitar la aprobación del tratado en el Congreso, se planteó la idea de que en la fase de conclusión del tratado el Ejecutivo pudiera efectuar una suerte de análisis y consultas al Parlamento. Esta propuesta, finalmente, no tuvo mayor acogida por ser muy engorrosa.

En definitiva, se trató de llegar a un acuerdo en el sentido de que no se pretendía alterar las potestades propias del Presidente de la República en esta materia, sino que adecuarlas a la nueva realidad en que los tratados internacionales han pasado a cumplir un rol diferente, en cuya conclusión era comprensible que los parlamentarios tuvieran una mayor participación. Todo esto, vinculado a los temas de aprobación o rechazo de un tratado, formulación y retiro de reservas y/o declaraciones interpretativas y la denuncia de un tratado. También se acordó eliminar del inciso primero la expresión “la adhesión”.

Luego del debate en la Sala del Senado, el Director de la División Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, Claudio Troncoso Repetto, elaboró una proposición de consenso entre la propuesta de la oposición y la del Ejecutivo la que fue presentada por el Ejecutivo, que en su mayor parte fue acogida y se convirtió en el grueso de la norma que posteriormente sería aprobada.
 

Así, en cuanto a la formulación de reservas propuso explorar la fórmula intermedia entre el proyecto del Congreso y el del Ejecutivo consistente en que el Presidente de la República informara al Congreso sobre las reservas que hubiera formulado o pretendiera formular a un tratado, que ha sido sometido a aprobación legislativa, con lo cual se preservaría que el Presidente de la República mantuviera la iniciativa en la formulación de reservas como facultad exclusiva, asegurándose, asimismo, el debido conocimiento del Congreso acerca de las reservas que el Presidente hubiera efectuado o pretendiera efectuar en relación a un tratado sometido a aprobación legislativa. 

En materia de retiro de reservas, expuso que la fórmula intermedia que se podría explorar consistiría en requerir el acuerdo previo del Congreso para retirar una reserva que éste tuvo en consideración al momento de aprobar un tratado, y que si el Congreso no se pronunciaba dentro de un plazo de treinta días, el retiro de la reserva se tendría por aprobado.

En lo que respecta a la denuncia de los tratados, propuso reservar al Ejecutivo la facultad de denunciar los tratados, sin requerir para ello la aprobación del Congreso, pero agregando que una vez denunciado el tratado, éste dejaría de producir sus efectos en el orden interno.

Finalmente, en lo concerniente a la delegación de competencias en órganos supranacionales, sugirió establecer una norma, dejando expresa constancia en la historia de la ley que la voluntad del constituyente era que mediante dicha disposición se permitiría expresamente que el Estado de Chile ratificara el Tratado de Roma sobre la Corte Penal Internacional, no siendo necesario, para estos efectos, otras reformas a la Constitución.

En la discusión surgida con posterioridad a la presentación anterior, se sostuvo que era necesario explicitar que el Presidente de la República informará al Congreso no sólo sobre las reservas que pretendía formular, sino, en primer lugar, sobre el contenido y alcance del mismo y, además, sobre dichas reservas. En general hubo consenso con las disposiciones del texto propuesto.
 

De este modo, recogiendo las ideas en que existiría consenso entre los miembros de la Comisión, el artículo 50 Nº 1, tras breve debate, quedó como sigue:

“Artículo 50. Son atribuciones exclusivas del Congreso:

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que haya formulado o pretenda formularle, antes de que éstas sean efectuadas.

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y”.

Este proyecto de consenso incorporó además la siguiente disposición transitoria:

“Disposición transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley de reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”
  

La disposición aprobada por la Comisión fue discutida nuevamente en la Sala del Senado
 sin que se introdujeran modificaciones, salvo en lo referente a agregar que para ejercer el Presidente de la República su facultad exclusiva de denunciar un tratado o retirarse de él deberá solicitar la opinión del Senado, conforme al antiguo artículo 49 N° 10 de la Constitución, y para señalar en la Disposición Transitoria que su ámbito de aplicación se extendería a los tratados internacionales aprobados por el Congreso con anterioridad a la entrada en vigor de las enmiendas que se referían al Tribunal Constitucional.

III. El proyecto de reforma ante la Cámara de Diputados

El proyecto pasó luego a la Cámara de Diputados
, la que modificó el texto aprobado.  Así es como esta última, junto con eliminar las comillas que antecedían al Nº 1, sustituyó el párrafo 2º del Nº 1 del artículo 50 por el siguiente: 

“El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance de un tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle”.

Igualmente la Cámara de Diputados reemplazó el párrafo sexto del mismo numeral  por el siguiente: 

“Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.”
No se logró encontrar en actas los motivos de dichas modificaciones, debiéndose probablemente las dos primeras a mejorías en la ortografía y redacción, así como precisión de algunos términos, mientras que la última indudablemente obedeció al deseo de la Cámara de que fuese también a ella, y no sólo al Senado, a quien el Ejecutivo debiese consultar en el caso de que desease denunciar un tratado o retirarse de él.   

IV. El veto del Ejecutivo y la aprobación por el Congreso Pleno

En la etapa final de tramitación de la reforma constitucional el Ejecutivo incorporó ajustes a las modificaciones aprobadas a la Constitución, los que fueron acogidos. 
 Cabe hacer notar que esto se hizo a través del veto, en razón de la ausencia del trámite de Comisión Mixta para la aprobación de reformas constitucionales y teniendo presente la necesidad de realizar adecuaciones ampliamente consensuadas.
 

Mediante el veto Nº 9, propuso que los tratados que deban ser objeto de aprobación por el Congreso, de acuerdo con todas las normas que se establezcan, son aquellos que precisamente requieren este trámite y no los que no lo requieren.
 La norma aprobada por la Cámara de Diputados estableció que el Presidente de la República debía solicitar la opinión de ambas Cámaras del Congreso y no sólo del Senado para denunciar un tratado o retirarse de él. El veto precisó que dicha opinión debía solicitarse sólo respecto de tratados que habían sido aprobados por el Congreso, por lo que tratándose de acuerdos aprobados en forma simplificada, esto es, respecto de los cuales no se requiere la aprobación del Congreso, no sería necesaria tal exigencia, lo que además es concordante con lo dispuesto en el inciso 7º del nuevo artículo 54 Nº 1 de la Ley Fundamental, en lo referido a la información del hecho de la denuncia o retiro de un tratado. 

Por su parte, el veto Nº 24 decía relación a que los tratados aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de la reforma constitucional se entendería que habían cumplido con los requisitos de haber sido aprobados por la mayoría absoluta o los cuatro séptimos de los diputados y senadores en ejercicio, cuando versasen sobre materias propias de ley de quórum calificado y de ley orgánica constitucional, de acuerdo con la Constitución.
 Respecto de este veto, señaló el Ejecutivo que debía tenerse presente que con la introducción en el artículo 50 Nº 1 de la Constitución de una disposición expresa que señalaba que la aprobación de los tratados requeriría en cada Cámara de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, era necesario consultar una disposición transitoria que señalase que los tratados aprobados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta norma y que versasen sobre materias que de acuerdo a la Constitución debían ser aprobadas con estos quórum cumplían con estos requisitos. Al aprobarse la disposición transitoria en ambas Cámaras se había aludido a los tratados aprobados con anterioridad a la entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII - Tribunal Constitucional. Como la reforma constitucional al antiguo artículo 50 Nº 1 iba a entrar en vigencia al momento de la publicación en el Diario Oficial de la correspondiente ley, se hacía necesario modificar la disposición en el sentido de que se refería a los tratados aprobados con anterioridad a la entrada en vigor de la reforma constitucional.
     

Ambos vetos fueron aprobados sin mayores observaciones por ambas cámaras.

Finalmente, en la sesión del Congreso Pleno que se llevó a efecto el día 16 de agosto de 2005 se aprobaron las reformas en los términos antes indicados.  

V. Conclusiones

El nuevo artículo 54, N° 1 de la Constitución implica un avance sustancial en el proceso de regulación de la incorporación de los tratados internacionales al ordenamiento jurídico nacional, estableciendo normas expresas de publicidad de los actos internacionales en el ámbito interno, de sincronización de los efectos jurídicos entre ambos órdenes de sistemas, como de información al Congreso Nacional por parte del Presidente de la República en el caso de la formulación y retiro de reservas como de la denuncia o retiro de un tratado.  

La disposición constitucional aclara en su inciso primero que los tratados internacionales deben ser aprobados en cada Cámara de acuerdo al quórum que corresponda según el artículo 66 de la Ley Fundamental, y con ello ratifica la práctica del Congreso Nacional y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, cuestionada sin embargo por el Ejecutivo. La reforma constitucional ha reafirmado la primacía de la Constitución sobre las normas internacionales, de manera tal que todo tratado que implica una modificación de la Carta Magna, requerirá previamente ser aprobado por el quórum demandado para ello. 

La nueva disposición constitucional consagra en su inciso tercero una extensa normativa referida a la formulación de las reservas, estableciendo la obligación del Presidente de la República de informar al Congreso Nacional sobre las reservas que pretenda confirmar o formularle a un tratado, pudiendo el Congreso sugerir la formulación de ellas como de declaraciones interpretativas, si fuere procedente de acuerdo al propio tratado o a las normas generales del derecho internacional. Igual obligación de informar se consagra respecto de la denuncia o retiro en los incisos octavo y noveno. 

Igualmente en el inciso sexto reconoce tácitamente la  dualidad existente entre el Derecho Interno y el Derecho Internacional, al precisar que “las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional”, previendo un mecanismos de sincronización de la vigencia internacional y nacional de la norma jurídica en el inciso siguiente.  Lamentamos que no se incorporara el siguiente precepto previsto en el proyecto Chadwick-Romero: “Los tratados internacionales, una vez promulgados y publicados, formarán parte del ordenamiento jurídico de la República y una vez en vigor, prevalecerán sobre las leyes y otras normas de menor jerarquía.” La disposición citada clarificaba la jerarquía normativa de los tratados internacionales incorporados al ordenamiento nacional, facilitando de esta manera su interpretación e implementación.

V. TABLA COMPARATIVA 

GÉNESIS DEL NUEVO ARTÍCULO 54, N° 1 DE LA CONSTITUCIÓN Y DE LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA DECIMOQUINTA

	Artículo 50 Nº 1 texto original:
	Texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del  Senado:
	Texto aprobado por la Sala del Senado:
	Modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados:
	Veto del Ejecutivo relativo al artículo 50 Nº 1 de la Constitución:
	Texto constitucional aprobado (actual artículo 54 Nº 1):

	“Artículo 50. Son atribuciones exclusivas del Congreso:

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado se someterá a los trámites de una ley. 

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de la ley.

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado, podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y ...”.
	“Artículo. 50. Son atribuciones exclusivas  del Congreso:

“1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.  La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente,  a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que haya formulado o pretenda formularle, antes que éstas sean efectuadas.

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.  

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No  requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria. 

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional. 

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.   

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento d aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión,  la terminación y la nulidad del mismo. 

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y”
	“Artículo 50. Son atribuciones exclusivas del Congreso: 

“1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que haya formulado o pretenda formularle, antes que éstas sean efectuadas.

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional. 

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión del Senado, conforme al artículo 49, número 10). Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el ordenamiento jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.   

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y”

 
	Se eliminan las comillas que están antes del numeral 1.

“El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance de un tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle”.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.


	Veto N° 9: En la primera parte del inciso sexto, antes del punto seguido, se agrega al final de la oración la expresión “en el caso de tratados que hubieren sido aprobados por éste.”


	“Artículo 54. Son atribuciones del Congreso: 

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 66, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.  

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle. 

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso  los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.  

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno. 

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.  

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.   

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto los incisos segundo y siguientes del artículo 64, y”



	
	Disposición Transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley de reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”   
	“Disposición transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de las enmiendas al capítulo VII,  que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobados por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”     
	
	Veto N° 24: Se introduce la siguiente disposición transitoria: “Disposición transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley de reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”


	Disposición Décimo Quinta Transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley de reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”
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� Ley N° 20.050, publicada en el Diario Oficial de fecha 26 de Agosto de 2005.


� Véase el texto respectivo en la tabla comparativa inserta al final de este trabajo. 


� Al respecto véase, Teodoro Ribera, Incorporación del Derecho Internacional al Ordenamiento Jurídico Chileno –Reflexiones en torno a un tema complejo, Revista de Derecho de la Universidad Finis Terrae, Año V. N° 5, Impresora y Editora Ograma S.A., Santiago, 2001, pp. 332 a 335.


� Así, Teodoro Ribera Neumann, El Derecho Internacional en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en: Fundación Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, Los Tratados Internacionales en la Jurisprudencia Constitucional, Lom Editores Ltda, Santiago 2001, pp. 17 a 63. Igualmente en la Conferencia dada para la Universidad Finis Terrae “Incorporación del Derecho Internacional al Ordenamiento Jurídico Chileno –Reflexiones en torno a un tema complejo-“, señalábamos: “De esta manera, los nuevos procesos internacionales y de integración se enfrentan con normas anquilosadas en el pasado, incapaces de resolver las contiendas jurídicas y políticas que generan su discusión en torno a la aceptación o rechazo. En este orden de ideas, no parece del todo lógico que mientras el Derecho Internacional actual es flexible y permite la formulación de reservas, sin que ello conlleve una nueva negociación, se continúe restringiendo la participación del Congreso Nacional a una mera aprobación o rechazo. Esto es tal, pues los tratados hoy son un poderoso instrumento del Ejecutivo para modificar nuestra legislación nacional a fardo cerrado, sin posibilidad, salvo el rechazo de toda la normativa, de modificar su contendido”. Al respecto, Teodoro Ribera Neumann, Incorporación del Derecho Internacional al Ordenamiento Jurídico Chileno –Reflexiones en torno a un tema complejo, (n. 3),  p. 346.


� Estas mociones fueron tratadas por los Boletines N°s  2526-07 y 2534-07, ingresados al Senado los días 4 y 6 de julio de 2000, respectivamente.


� Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, 06 de noviembre de 2001, p. 436.


� Esta moción proponía: “11. Modifícase el artículo 50 en la forma que a continuación se indica: a) Intercálase al número 1) del artículo 50 el siguiente inciso segundo, nuevo: "Los tratados que acepten jurisdicción internacional o que modifiquen materias reguladas por la Constitución no podrán ser firmados por el Presidente de la República si previamente no se han reformado las normas constitucionales pertinentes o autorizado específicamente la entrega de jurisdicción.”


b) Intercálanse, después del inciso segundo, que pasa a ser inciso tercero, los siguientes incisos:


"No obstante lo anterior, cuando estas medidas o acuerdos se refieran a fronteras o límites terrestres, marítimos o aéreos o al uso del territorio, a recursos naturales, las aguas o el espacio, deberán ser siempre sometidos a la aprobación del Congreso Nacional.


Si se trata de someter un asunto a arbitraje, la proposición del Presidente de la República deberá contener la forma de designación de los árbitros o los nombres de los mismos, la cláusula de compromiso, el procedimiento a seguir y los recursos que se pueden interponer contra el fallo, o la circunstancia de no existir recursos.”


� Ibid.,  pp. 437 a 439.


� Ibid.,  pp. 447 a 460.


� Ibid.,  pp. 452 a 454.


� Ibid. , pp. 466 a 475.


� Ibid. P. 475. La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, en un informe emitido el 19 de octubre de 1993, reconoció, al igual que la Cámara de Diputados,  que existen tratados que requieren quórum diverso de aprobación, según la materia de que trata. En caso contrario, argumentó, se vulnerarían los quórum internos de aprobación para la modificación de las leyes. Igualmente indicó, que no puede producirse una modificación constitucional sobre la base de tratados internacionales, pues la propia Constitución exige un quórum y un procedimiento especial para ello. Así, Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado, Boletín N° S 139-10, de fecha  19 de octubre de 1993.


� Boletín N° 3.025-07.


� Véanse las explicación de los fundamentos de la iniciativa de reforma constitucional de su autoría, contenidas en el Boletín 3.025-07, dada por los Honorables Senadores señores Chadwick y Romero, ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en el segundo informe de la misma, en:  Diario de Sesiones del Senado, Legislatura 348ª, Extraordinaria, Sesión 36ª, en miércoles 26 de marzo de 2003, Talleres Gráficos de El Mercurio de Valparaíso S.A.P., p. 4.289.     


� El cual decía: “1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación o adhesión. La aprobación de un tratado se someterá a los trámites de una ley.


Los tratados se aprobarán con el quórum de ley orgánica constitucional , de quórum calificado o de ley simple, según correspondiere. Sin embargo, los tratados que afecten o limiten la soberanía territorial del Estado o que deleguen competencias soberanas en organismos internacionales o supranacionales requerirán para su aprobación el quórum de ley orgánica constitucional . Con todo, la aprobación de un tratado que exija una reforma constitucional, no podrá hacerse sin que antes haya entrado en vigor dicha reforma.


	En el acuerdo aprobatorio, en Congreso, y siempre que ellas procedan de conformidad con el Derecho Internacional, podrá requerir la formulación o retiro de reservas y/o declaraciones interpretativas, sin las cuales el Presidente de la República no podrá ratificar o adherir al tratado.


	Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de tratados en vigor no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. Tampoco requerirán aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria. En todos estos casos el Presidente de la República deberá informar al Congreso treinta días antes de su promulgación.


	Los tratados internacionales, una vez promulgados y publicados, formarán parte del ordenamiento jurídico de la República y una vez en vigor, prevalecerán sobre las leyes y otras normas de menor jerarquía. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.


	Para la denuncia de los tratados, y la formulación o retiro de reservas, se utilizará el mismo procedimiento previsto para su aprobación.


	En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado, podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y”, en Diario de Sesiones del Senado, Legislatura 348, Extraordinaria, Sesión 36, 26 de marzo de 2003,  p. 4.274 y 4.275.     	


� Así, STC 309, del año 2000 sobre el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo Nº 169 sobre Pueblos Indígenas o Tribales en Países Independientes y STC 346, del año 2002, sobre la aprobación del Estatuto de la Corte Penal Internacional. 


� El cual decía: “Artículo 50. Son atribuciones exclusivas del Congreso:


Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.


Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.


En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél,  dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61.


No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.


Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional.


El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de Derecho Internacional.


El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo informe de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.


El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el informe pertinente.


Si el Congreso Nacional no emitiere el informe dentro del plazo aludido, se tendrá por evacuado el trámite.


Deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas y declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva como su retiro, la denuncia, el retiro de un tratado, la suspensión, la terminación o nulidad del mismo, y” , y consultaba además la siguiente disposición transitoria:


“Disposición Transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley de reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”  En Diario de Sesiones del Senado, Legislatura 348, Extraordinaria, Sesión 36, 26 de marzo de 2003, pp. 4.284 y 4.285.       


� Ibid.,  pp. 4.275 y sgtes. 


� Ibíd.,  p. 4.278.


� Ibíd.,  pp. 4.278 y 4.279. 


� Ibíd.,  pp. 4.280 y sgtes. 


� Ibíd.,  pp. 4.283 y 4.284.


� Instituto Libertad, Comentarios a la propuesta de la señora Ministro de Relaciones Exteriores formulada a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado, 28 de octubre de 2002.


� Al respecto, Ribera, Incorporación del Derecho Internacional al ordenamiento jurídico chileno, (n. 3), p. 334. 


� Ver Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, 18 de marzo de 2003, pp. 200 a 206.


� Diario de Sesiones del Senado, Legislatura 348, Extraordinaria, Sesión 36, 26 de marzo de 2003, pp. 4.291 y sgtes. La propuesta decía así: “Artículo 50. Son atribuciones exclusivas del Congreso:


Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.


El Presidente de la República informará al Congreso las reservas que haya formulado o pretenda formular a un tratado que deba ser aprobado por éste, antes que éstas sean efectuadas.


El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.


Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.


Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional.


Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.


En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.


El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. 


El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente.


Si el Congreso Nacional no se pronunciare dentro del plazo aludido se tendrá por aprobado el retiro.


De conformidad a lo establecido en la ley deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas y las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva como su retiro, la denuncia, el retiro de un tratado, la suspensión, la terminación o nulidad del mismo. 


En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél,  dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y”, consultando además la siguiente disposición transitoria:


“Disposición Transitoria. Se entenderá que los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley de reforma constitucional, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.” Para el texto final aprobado por la Comisión, véase el texto respectivo en la tabla comparativa inserta al final de este trabajo.


� Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, 18 de marzo de 2003, pp. 210 a 212.


� Diario de Sesiones del Senado, Legislatura 348, Extraordinaria, Sesión 36, 26 de marzo de 2003, pp. 4.284 y sgtes.  


� Sesiones 3ª, correspondiente al día martes 14 de octubre de 2003, 11ª, correspondiente al día martes 5 de julio de 2005, 13ª, del día martes 12 de julio de 2005.


� Ver la tabla comparativa inserta al final de este trabajo.


� Sesiones 55ª, del miércoles 23 de marzo de 2005 y 79ª,  del miércoles 18 de mayo de 2005.


� Mensaje Nº 174-353, enviado al Congreso Nacional con fecha 16 de Agosto de 2005.


� Ibíd.


� Diario de Sesiones del Senado, República de Chile, Legislatura 353ª, Ordinaria, Sesión 26ª, en martes 16 de agosto de 2005, Talleres Gráficos del El Mercurio de Valparaíso S.A.P.,  p. 2.101.


� Ibíd., p. 2.103.


� Ibíd., p. 2.142 y 2.143. Ver la tabla comparativa al final de este trabajo. 
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